
TEMA: MEDIDAS CAUTELARES INNOMINADAS - Es deber del Juez frente a una solicitud cautelar, 

efectuar un estudio que desborde la simple revisión de las medidas nominadas, para consultar la 

naturaleza y demás particularidades de la causa promovida, y si es del caso decretar una cautela 

con la entidad de asegurar la eficacia del proceso como garantía de los derechos sustanciales. 

 

HECHOS: Se decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte 

demandante frente a la decisión proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Oralidad de 

Itagüí, mediante la cual se negó el decreto de una medida cautelar innominada. El recurrente 

manifiesta la necesidad de que la medida cautelar solicitada sea decretada, por cuanto se requiere 

para garantizar que los derechos de la demandante no se vuelvan nugatorios y que la medida es 

proporcional, si se tiene en cuenta el valor de la pretensión, máxime que se cuenta con la respectiva 

caución que respalda el decreto de la cautela. 

 

TESIS: (…) En desarrollo y actualización de la tutela cautelar brindada por la especialidad civil de la 

jurisdicción, uno de los fines declarados para la expedición del nuevo Código General del Proceso, 

es la ampliación considerable de las medidas cautelares, abandonando entre otras cosas la 

tradicional orientación restringida y taxativa del régimen cautelar. (…) En el texto del segmento 

distinguido con la letra c) del artículo 590 del Código General del Proceso, se consagra la que 

podríamos llamar cautela atípica, genérica o innominada, lo que significa que el Código General del 

Proceso abandona el numerus clausus en medidas cautelares, para abrir esta modalidad de garantía 

hacia el numerus apertus. El Código General del Proceso, en materia de medidas cautelares, expresa 

un sesgo ius publicista en tanto, otorga un mayor poder al juez, lo cual se expresa de varia maneras 

en el artículo 590. Así, cuando el artículo se refiere a la proporcionalidad, necesidad y utilidad de la 

medida, otorga al Juez en el caso de la cautela genérica un amplio margen de discrecionalidad para 

decidir sobre esas medidas. No quiere decir ello que el Juez pueda de oficio inventar o decretar la 

medida que en su parecer sea apropiada, sin que haya petición de parte, pero una vez le ha sido 

solicitada una medida que puede afectar en mayor grado los derechos del demandado, podría el 

Juez de oficio, sustituirla por otra más razonable. Igualmente, a lo largo de la letra c), del artículo 

590 del C.G.P., el Juez puede reducir la intensidad de la medida para decretar una más benigna. (…) 

De manera que es deber del Juez frente a una solicitud cautelar, efectuar un estudio que desborde 

la simple revisión de las medidas nominadas, para consultar la naturaleza y demás particularidades 

de la causa promovida, y si es del caso decretar una cautela con la entidad de asegurar la eficacia 

del proceso como garantía de los derechos sustanciales reconocidos en la Constitución y la Ley. (…) 

debe tenerse en cuenta que ni en la solicitud de decreto de la medida, ni en el recurso interpuesto 

por la parte demandante, se dejó sentada la necesidad del decreto de la misma, en relación con las 

razones que para acceder a ella enuncia el literal c) del artículo 590 del C.G.P., pues el único 

argumento que insistentemente expuso la parte solicitante fue la cuantía de las pretensiones, 

empero nada se advierte en cuanto a la necesidad de decretar la cautela porque se advierta de 

manera razonable que se requiere para asegurar la efectividad de la pretensión, se reitera, ningún 

argumento se presentó al respecto, únicamente se enuncia que la demandante se afectaría en sus 

derechos y que por tanto se protegería con la cautela el derecho objeto del litigio, pero reduciendo 

todo al especto económico que encierra el monto de las pretensiones. Ahora bien, en tratándose 

de un proceso declarativo, no es posible en un estado tan primigenio de la actuación, dar fe de que 

lo afirmado por la parte demandante en los hechos y pretensiones de la demanda es cierto, pues se 



debe agotar el debido período probatorio y ejercicio del derecho de contradicción escuchando a 

ambas partes para contar con un verdadero panorama que permita dilucidar la apariencia de buen 

derecho de la solicitud, la que no se advierte en el momento, si se tiene en cuenta que la demandada 

arguyó razones tendientes a desconocer la existencia del contrato cuya declaratoria se persigue. 
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Medel l ín, veintisiete (27) de abril  de dos mil veinte (2020) 

 

  

Procede el Tribunal  a decidi r el  recurso de apelación interpuesto por el  

apoderado judicial  de la parte demandante f rente a la decisión proferida por 

el  Juzgado Segundo Civi l  del Circuito de Oral idad de I tagüí  el  día 13 de 

sept iembre de 2019 (f ls.  9 y 10, c.2),  mediante la cual se negó el decreto de 

una medida cautelar innominada.  

 

I .  ANTECEDENTES 
 

 

Según se puede apreciar del copiado, en el  proceso declarat ivo encaminado 

a que se declare la existencia de un contrato de obra verbal y uno escri to,  

entre la sociedad demandante y demandada, busca además que luego de 

declarada dicha relación contractual,  se determine que la demandada debe,  

según su responsabi l idad contractual,  cancelar a la demandante unas sumas 

de dinero que se especif icaron en la demanda, fue sol ici tado por la 

demandante el  decreto de unas medidas cautelares consistentes en “el  

embargo y secuestro de los Establecimientos de Comercio de la Sociedad 
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PROYECO S.A.S.,  inscri ta en la Cámara de Comercio de Medel l ín e 

ident i f icada con NIT. 800090571-0; ubicados en la Cra. 25 A N° 1-131, 

Oficina 1108 y en la Cra 63 B N° 32 E 25, Oficina 204 de la nomenclatura 

urbana de Medel l ín. ”  

 

La demanda fue admit ida mediante auto de 19 de diciembre de 2018 (f l .147,  

c.1),  providencia de la que se not i f icó la parte demandada procediendo a 

const i tui r apoderado judicial  a t ravés del cual al legó contestación (cf r.  f ls.  

148 a 150, 159 a 162 ,  c.1);  así mismo, sol ici tó “el  cese o suspensión de la 

medida cautelar sobre el  establecimiento de comercio hasta tanto no (sic) se 

resuelvan las excepciones previas anexas a la contestación de la demanda” 

(f l .  171, c.1).  

 

Mediante auto de 8 de abri l  de 2019 (f l .  2.  C.2),  el  Juzgado Segundo Civi l  del 

Circuito de Oral idad de I tagüí exigió a la parte demandante, previo a decidi r 

sobre la medida cautelar sol ici tada, prestar caución por la suma de 

$99.000.000, en dicha providencia además se decidió negativamente la 

sol ici tud elevada por la parte resistente. Luego, en proveído de 13 de 

sept iembre de 2019, decidió no decretar la medida cautelar que fue 

sol ici tada, indicando con fundamento en el  art ículo 590 del C.G.P.,  que no la 

considera razonable ni  necesaria, en la medida en que la única just i f icación 

que se presenta para sol ici tarla es la cuantía de la Li t is,  aunado a que como 

la parte demandada niega la existencia de la relación contractual cuya 

declaratoria se persigue,  se obnubi la con el lo la apariencia de buen derecho 

y por tanto, en ese momento procesal no es fact ible suponer la procedencia 

del objeto de reclamación;  haciendo relación a que debe exist i r una estrecha 

relación entre las medidas cautelares y el  derecho a la tutela jurisdiccional  

efect iva.  

 

I I .  LA IMPUGNACIÓN 

 

Frente al  anter ior proveído, la parte accionante interpone recurso de 

reposición y en subsidio apelación (f ls.  11 y 12 C.2),  argumentando que con 

las pruebas al legadas se demuestra que existe un saldo pendiente dentro de 

la relación contractual que la vinculó con la demandada y que ese saldo es 

adeudado por ésta, máxime que en la contestación de la demanda no se 

presentó prueba alguna que demuestre que real izó el  pago del  saldo de las 
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obras real izadas.  

 

Aduce que el a quo tomó en consideración lo reglado por el  Art .  590 numeral 

1, l i teral  b del C.G.P. para negar la sol ici tud de decreto de medida cautelar,  

lo cual  af i rma es violatorio del debido proceso y generaría la nul idad del auto 

que negó el decreto de la medida cautelar,  porque esa decisión no es 

coherente con el  t rámite que venía implementando el despacho al proceso, ni  

apl icable al  t rámite legal de la medida cautelar sol ici tada, ya que el numeral  

1°, l i teral  b del art ículo 590 del C.G.P. hace referencia a la medida cautelar 

de inscripción de la demanda y no a la que fue sol ici tada.  

 

Ref iere también a la necesidad de que la medida cautelar sol ici tada sea 

decretada, por cuanto se requiere para garant izar que los derechos de la 

demandante no se vuelvan nugatorios y que la medida es proporcional,  si  se 

t iene en cuenta el  valor de la pretensión, máxime que se cuenta con la 

respect iva caución que respalda el  decreto de la cautela.  

 

Descorrido el  respect ivo t raslado del  recurso, oportunidad que fue 

aprovechada por la demandada para oponerse a la prosperidad del  recurso 

(f l .  14, c.2),  mediante auto de 18 de noviembre de 2019 (f l .  15, c.2),  fue 

decidido el  recurso de reposición manteniendo incólume la providencia 

impugnada.  

 

I I I .  CONSIDERACIONES 

 

 

1. ACTUAL RÉGIMEN DE MEDIDAS CAUTELARES EN PROCESOS CIVILES 

DECLARATIVOS. 

En desarrol lo y actual ización de la tutela cautelar br indada por la 

especial idad civi l  de la jur isdicción,  uno de los f ines declarados para la 

expedición del nuevo Código General  del Proceso,  es la ampliación 

considerable de las medidas cautelares, abandonando entre ot ras cosas la 

tradicional orientación restringida y taxat iva del régimen cautelar.  

 

Manifestación irrefutable de lo anterior es la redacción del art ículo 590 
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ibidem1, conforme al cual:  

 

En los procesos dec larat ivos se apl icarán las sigu ientes reglas para la  
sol ic i tud,  decreto,  práct ica,  modi f icación, sust i tuc ión o revocator ia de 
las medidas cautelares:  
 
1.  Desde la presentac ión de la demanda, a pet ic ión del demandante,  e l  
juez podrá decretar las sigu ientes medidas cautelares:  

 
 

(…) 
 
c) Cualquiera otra medida que el  juez encuentre razonable para la  
protección del derecho objeto del l i t igio,  impedir su infracción o 
evitar las consecuencias derivadas de la  misma, prevenir daños,  
hacer cesar los que se hubieren causado o asegurar la efectividad 
de la pretensión.  
 
Para decretar la medida cautelar el  juez apreciará la legit imación o 
interés para actuar de las partes y la existencia de la amenaza o la  
vulneración del derecho.  
 
Así mismo, el  juez tendrá en cuenta la apariencia de buen derecho, 
como también la necesidad, efectiv idad y proporcionalidad de la  
medida y,  si  lo estimare procedente,  podrá decretar  una menos 
gravosa o diferente de la solicitada. El  juez establecerá su alcance,  
determinará su duración y podrá disponer de ofic io o a  petición de 
parte la modificación, susti tución o cese de la medida cautelar  
adoptada.  
 
Cuando se trate de medidas cautelares re lacionadas con pretensiones 
pecuniar ias,  e l  demandado podrá impedir  su práct ica o sol ic i tar su  
levantamiento o modif icac ión mediante la  prestac ión de una caución 
para garant izar e l  cumpl imiento de la eventual sentencia favorab le al  
demandante o la  indemnización de los per ju ic ios por la  imposib i l idad de 
cumpl i r la.  No podrá prestarse caución cuando las medidas cautelares 
no estén re lac ionadas con pre tensiones económicas o procuren 
ant ic ipar mater ia lmente el  fa l lo.  
 

Nótese que la norma ci tada y part icularmente el  aparatado destacado,  

dedicado a la denominada medida cautelar innominada, se encarga de 

modif icar radicalmente la ópt ica de la medida cautelar en el  proceso civi l .   

Sobre el  anterior aspecto ha tenido la oportunidad del  comentar la doctrina 

nacional:  

 

La cautela innominada en el  Código General  del Proceso.  En el  texto  
del segmento d ist inguido con la let ra c) de l art ícu lo 590 de l Código 
General del Proceso,  se consagra la que podríamos l lamar cautela  
at íp ica,  genérica o innominada, lo que sign if ica que el  Código General  

                                                 
1 Ar t ícu lo  v igente  desde e l  1°  de  oc tubre  de  2012 ,  en  v i r tud  de  l o  d ispuesto  en  e l  numera l  4  de l  
a r t í cu lo  627  de l  Cód igo  Genera l  de l  Proceso.  
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del Proceso abandona el  numerus c lausus en medidas cautelares,  para 
abri r  esta modal idad de garantía hacia e l  numerus apertus.  E l Código 
General de l Proceso,  en mater ia de medidas cautelares,  expresa un 
sesgo ius publ ic ista en tanto,  otorga un mayor poder a l  juez,  lo cual se  
expresa de var ia maneras en el  art ículo 590.  Así ,  cuando el  art ícu lo se 
ref ie re a la proporc ional idad, necesidad y ut i l idad de la medida, otorga 
al  Juez en el  caso de la cautela genérica un amplio margen de 
discrec ional idad para decid i r  sobre esas medidas.  No qu iere dec i r e l lo 
que el  Juez pueda de of ic io inventar o decretar  la  medida que en su 
parecer  sea aprop iada, s in que haya pet ic ión de parte,  pero una vez le  
ha sido sol ic i tada una medida que puede afectar en mayor grado los 
derechos del demandado, podría el  Juez de of ic io,  sust i tu ir la por otra  
más razonable.   Igualmente,  a lo la rgo de la letra c) ,  del art ículo  590 
del C.G.P.,  e l  Juez puede reduci r la in tensidad de la medida para 
decretar una más benigna”2 

 

De manera que es deber del  Juez f rente a una sol ici tud cautelar,  efectuar un 

estudio que desborde la s imple revisión de las medidas nominadas, para 

consultar la naturaleza y demás part icularidades de la causa promovida, y si  

es del  caso decretar una cautela con la ent idad de asegurar la ef icacia del 

proceso como garantía de los derechos sustanciales reconocidos en la 

Const i tución y la Ley. 

 

2.  CASO CONCRETO. 

Revisada la sol ici tud de decreto de medida cautelar que fuera negada por el  

Juzgado de pr imer grado, se t iene que al t ratarse de un proceso declarat ivo,  

en el  que se está sol ici tando el embargo y secuestro de un establecimiento 

de comercio, dicha sol ici tud se enmarca dentro del contenido del art ículo 

590 numeral 1),  l i teral  c) del Código General del Proceso, esto es que se 

trata de una sol ici tud de decreto de medida cautelar innominada, cuya 

procedencia se af inca en que se pueda asegurar la efect ividad de las 

pretensiones, proteger el  derecho objeto del l i t igio, impedir su inf racción o 

evitar las consecuencias derivadas de la misma, prevenir daños o hacer 

cesar los que se hubieren causado.  

 

Así pues, si  se t iene en cuenta que la pretensión principal del proceso es 

que se declare la existencia de una relación contractual entre demandante y 

demandada,  de cuya prosperidad no necesariamente depende el éxi to de la 

segunda pretensión, que es la que encierra un contenido económico, ya que 

puede que salga avante la primera pero no por el lo se asegura el  éxi to de la 

                                                 
2 VILLAMIL  PORTILLA,  Edgardo.   A lgunos apuntes  acerca  de  las  caute las  en  e l  Cód igo  Gene ra l  
de l  Proceso.  En:  Memor ias  XXXI I I  Congreso Co lombiano de  Derecho procesa l .   Sept i embre  12 ,  
13  y  14  de  2012 .  
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segunda,  entonces habrá de conclui rse que la medida cautelar sol ici tada no 

guarda relación con el derecho pretendido ni  tampoco puede entenderse que 

con el la se busca darle efect ividad a las pretensiones, porque la discusión 

central  del proceso gi rará entorno a la demostración de la existencia del 

contrato cuya declaratoria se persigue y luego de superado el lo,  a la 

demostración de la existencia de prestaciones pendientes.  

 

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que ni en la sol ici tud de decreto de 

la medida, ni  en el  recurso interpuesto por la parte demandante, se dejó 

sentada la necesidad del decreto de la misma, en relación con las razones 

que para acceder a el la enuncia el  l i teral  c)  del art ículo 590 del C.G.P.,  

pues el  único argumento que insistentemente expuso la parte sol ici tante fue 

la cuantía de las pretensiones,  empero nada se advierte en cuanto a la 

necesidad de decretar la cautela porque se advierta de manera razonable 

que se requiere para asegurar la efect ividad de la pretensión, se rei tera,  

ningún argumento se presentó al  respecto, únicamente se enuncia que la 

demandante se afectaría en sus derechos y que por tanto se protegería con 

la cautela el  derecho objeto del l i t igio,  pero reduciendo todo al  especto 

económico que encierra el  monto de las pretensiones.  

  

Ahora bien, en tratándose de un proceso declarat ivo, no es posible en un 

estado tan primigenio de la actuación, dar fe de que lo af i rmado por la parte 

demandante en los hechos y pretensiones de la demanda es cierto, pues se 

debe agotar el  debido período probatorio y ejercicio del derecho de 

contradicción escuchando a ambas partes para contar con un verdadero 

panorama que permita di lucidar la apariencia de buen derecho de la 

sol ici tud, la que no se advierte en el  momento, si  se t iene en cuenta que la 

demandada arguyó razones tendientes a desconocer la existencia del  

contrato cuya declaratoria se persigue.  

 

Finalmente esta Magist ratura se pronunciará sobre lo que la parte recurrente 

alega como const i tut ivo de nul idad del auto apelado, para indicar que no le 

asiste razón al respecto, porque lo que se puede evidenciar es un yerro por 

parte del apelante al  momento de enunciar que el a quo en sus 

consideraciones acudió a lo reglado en el  art ículo 590 numeral  1, l i teral  b del  

C.G.P. al  momento de negar la medida cautelar pet icionada, ya que al  

constatar el  tenor l i teral  del auto del 13 de sept iembre de 2019 mediante el  
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NOTA. Se deja constanc ia que esta prov idencia cont iene la f i rma escaneada conforme 

al  ar t ícu lo 11  del  Decre to 491 del  28  de marzo de 2020 del  Min is ter io  de Just ic ia y  del  

Derecho.  


